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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Homero Viera. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Richard Charamelo, Carlos Enciso Christiansen, 
Gustavo Guarino, Carlos Maseda, Aníbal Pereyra, Jorge Romero Cabrera y Hermes Toledo 
Antúnez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Guido Machado y Jorge Patrone. 


CONCURRE: Señor Representante Gustavo A. Espinosa. 


INVITADO: — Por la Junta Nacional de la Granja (JUNAGRA), ingeniero agrónomo Ricardo Aldabe, 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Viera).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida al Presidente de la Junta Nacional de la Granja, ingeniero agrónomo Ricardo 
Aldabe, a quien hemos convocado después de las gestiones realizadas con el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y con la Junta, para que nos informe del daño en la productividad agropecuaria luego de 
los sucesos climáticos del 23 de agosto. 


SEÑOR ALDABE.- Como es notorio, los vientos del 23 de agosto causaron un daño importante, 
fundamentalmente en la granja a nivel de los cultivos protegidos. También sabemos que se afectaron 
criaderos de aves, viviendas y galpones y la infraestructura de la zona costera. 


La Junta Nacional de la Granja decidió recibir las denuncias que realizaron los productores que se 
presentaron en forma voluntaria. Se registraron daños en todas las agencias del país pero la mayor cantidad se 
dio en el sur y en la sede central. 


Durante la primera semana recabamos 349 denuncias; el 87% corresponden a daños de invernáculos y el 13% 
restante a micro y macro túneles y galpones. Dentro de ese total hay 96 productores con un total de 251 
invernáculos asegurados cuya inspección fue realizada rápidamente por el Banco de Seguros del Estado. 
Sabemos que el productor puede asegurar sus invernáculos por el convenio del Banco de Seguros del Estado 
y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. En ese marco se realizaron rápidamente las inspecciones y 
se agilitó el pago de esos seguros. 


Luego de esta etapa nos pusimos en contacto con las autoridades de UTE porque hubo cámaras - 
fundamentalmente de manzanas, en las zonas de Progreso y Melilla- que quedaron sin electricidad. Este 
problema se solucionó rápidamente. El Ministerio comenzó a estudiar la posibilidad de obtener alguna ayuda, 
lo que resulta difícil por la situación económica que está viviendo esa Cartera y el país en general. Nosotros 
no pensábamos en indemnizaciones sino en créditos accesibles para los distintos tipos de productores. En este 
sentido es importante relacionar el tipo de daños causados. Tuvimos informes de todas las agencias del sur 
pero no salimos a inspeccionar porque no tenía sentido indemnizar. En cambio, cada técnico de las distintas 
agencias, que conoce bien la zona, salió a hacer una evaluación del daño y en coordinación con la 
Intendencia Municipal de Canelones se trató de conocer la magnitud que alcanzó. Con la coincidencia de 
todos los técnicos se concluyó en que el daño de los invernáculos alcanzaba el 60%. Esta es una apreciación 
bastante generosa. 


Cuando hacemos referencia al daño no aludimos a la superficie total porque, como todos sabemos, si se 
rompe la punta de un invernáculo el resto puede quedar bastante sano. De todas maneras, tomamos esa cifra a 
efectos de calcular las necesidades económicas o el daño económico del productor. En ese 60%, en las 
recorridas de los técnicos, dividimos en tres los invernáculos evaluados: nuevos, medios y al filo de la vida 
útil. Los daños más importantes -casi en su totalidad- los sufrieron los invernáculos que se encontraban al filo 
de la vida útil. En los nuevos se rompió el "nylon" pero la estructura se mantuvo sana. 


En el sur, según la encuesta del Ministerio, a fines del año pasado existían 88 hectáreas de invernáculos, de 
las cuales 40 hectáreas están aseguradas. En el país hay 120 hectáreas aseguradas de un total de 400. 


En cuanto a los frutales, todos los técnicos informaron que no había grandes daños. De hecho, hubo una sola 
denuncia de caída de flores de un duraznero. 


Los daños se concentraron en la zona costera, Los Cerrillos, Ruta N* 7 y, fundamentalmente, en Sauce, 
Pando, Progreso y Paso de la Arena. 


Cabe acotar que la Intendencia Municipal de Montevideo va a destinar US$ 20.000 para crédito reembolsable 
a algunos productores dañados a fin de que sustituyan el "nylon". Es una cantidad relativamente pequeña 
pero se va a tratar de priorizar a aquellos productores que tengan como rubro principal el invernáculo. 


En cuanto a los cultivos de los invernáculos, debo decir que sufrieron muy poco daño porque estaban muy 
poco desarrollados.. Había algunos cultivos de hoja que no fueron dañados. Me refiero al daño que pudieron 
haber sufrido en el momento del temporal y no a posteriori por la falta del "nylon". Otros eran cultivos recién 
transplantados o, básicamente, lechugas o plantines de tomates. 


SEÑOR CHARAMELO.- Tengo algunas discrepancias en cuanto a cómo se ha manejado esta 
situación. En prime lugar, se da por hecho que no va a haber indemnización sin previamente realizar 
un estudio o cuantificar los daños. La realidad es que no hubo un llamado. Algunos hemos pedido a 
algunos informativistas que hacen programas granjeros que difundieran la posibilidad de que los 
damnificados se inscribieran en la JUNAGRA. Aquellos que no se enteraron fueron al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, por ejemplo, a la dependencia de Las Piedras. Allí doce productores 
hicieron la denuncia en un papel pero la persona que los atendió les dijo que ellos no tenían ninguna 
información y que no iban a tomar ese pedido como tal porque no había ninguna directiva. Además, 
tampoco los derivaron a otro organismo, como la JUNAGRA. 


Considero que acá ha habido una omisión -no digo de parte de quién- porque no se ha hecho un relevamiento. 
Pregunto: ¿cómo se van a otorgar los US$ 20:000 que proporciona la Intendencia Municipal de Montevideo o 
cualquier otra donación que hubiera? ¿Qué criterios se van a utilizar si no sabemos quién fue damnificado? 


Sin duda, los técnicos fueron a algunas zonas a constatar las pérdidas, pero nadie fue a la inmensa mayoría de 
ellas. Hubo zonas no muy afectadas, pero la que manejó nuestro invitado, entre 20 y 40 kilómetros de la 
capital -Melilla, Las Piedras, Progreso, Canelón Chico, Sauce y Pando- fue prácticamente devastada en lo 
que tiene que ver con los invernáculos allí existentes. ¿En qué contexto se podría lograr una partida, si los 
encargados de agrupar a los productores no les pidieron que fueran a hacer la denuncia? Quienes 
denunciaron, lo hicieron por voluntad propia. Esa es la realidad acerca de los cultivos: hay diferentes grados 
de pérdida. 


Además, se hizo solamente un estudio de los daños ocasionados a las estructuras o al "nylon". Por ejemplo, 
una cosa es aquel que tenía plantados tomates -y que el propio "nylon" con el viento los arrasó- y otra es 
aquel que tenía lechuga que, con los sistemas que hay, al mes la puede volver a producir. No se hizo un 
estudio. 


En otras oportunidades -esa es una realidad-, como en el temporal de 2002, se hizo un relevamiento y de 
antemano parecía muy difícil otorgar asistencia a los productores. Tanto es así que se tuvo que crear el 
impuesto a las frutas y verduras, que ha sido mantenido en el tiempo. El adelanto de dinero que hizo el Banco 
de la República en aquel momento se paga con lo recaudado a través del impuesto a la venta de frutas, 
verduras y flores en las grandes superficies. Tampoco en ese momento sabíamos si se iba a poder indemnizar, 
pero por lo menos se hizo un relevamiento. En caso de reclamo, el relevamiento permite saber a quién 
indemnizar. 


Aquí hay un doble problema. El Banco de Seguros no actuó rápidamente, a pesar de que en el departamento 
de Canelones tenía tres técnicos. Por su parte, la JUNAGRA no se expidió en el sentido de dar una solución. 
Es necesario tener en cuenta que no todos los productores están en la misma situación. Algunos productores 
tenían la posibilidad de rearmar la producción mediante préstamos, y no podían estar quince o veinte días 
esperando a los técnicos del Banco. En otros casos los productores tenían dos invernáculos asegurados 
parcialmente y veinte que volaron, y los técnicos no fueron. En la zona de Canelón Chico vinieron una 
semana después del temporal a hacer el relevamiento de los daños. No vino ningún técnico del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca ni de la JUNAGRA. No lo digo en términos de política sino porque es la 
realidad. Los productores estaban y siguen estando sin saber qué hacer porque los técnicos en muchas zonas 
no hicieron un relevamiento y se van a tener que endeudar. Sin embargo, nadie descarta - dependerá de la 
voluntad del Gobierno- una indemnización o ciertos beneficios como líneas de crédito blando, tal como 
hemos solicitado. Pero, ¿a quién se los tendríamos que otorgar? ¿Al barrer? Capaz que voy yo, que tengo un 
invernáculo que no fue afectado, y me dan el crédito, porque nadie sabe si el temporal lo dañó ni si lo 
reconstruí o no. Esa es una realidad. 


Reitero: no entiendo por qué la JUNAGRA no pidió un relevamiento -los técnicos están- para conocer los 
daños y para tener la información necesaria en caso de que se formule algún planteo de parte de algún 
Diputado de la oposición -como en este caso- o del Gobierno. Hoy por hoy no tenemos la estimación de los 
daños. Lo que tenemos es un estimativo según las denuncias de los productores. A muchos de ellos les 
dijimos "Vayan y preséntense en la JUNAGRA" y fueron y se anotaron. Muchos de los técnicos de la 
JUNAGRA les habrán dicho lo mismo, pero no hubo una directiva pública. 


Creo que no está en la órbita de la JUNAGRA decir de antemano que no se va a indemnizar. Esa es una 
decisión que está en otras manos y que no se puede tomar así como así. Hay muchos productores que están 
en una situación muy mala y, si bien no hay una estimación, al analizar la realidad podremos ver que no se 
necesita tanto dinero. Aunque parezca mentira, este temporal afectó a una zona mucho más vasta que el del 
año 2002, pero dañó en forma puntual a los invernáculos y a los macro y micro túneles. La fruta no estaba 
abriendo flor como en el 2002. Este temporal dañó los cultivos de área protegida, por lo que no se necesita 
tanto dinero. 


Es más: no podemos decir que no se va a indemnizar cuando en el Presupuesto se ha determinado un 
porcentaje para cubrir las catástrofes climáticas. Me parece que se arrancó al revés y se dijo: "No voy a dar 
nada y por lo tanto no hago relevamiento". Eso no fue lo adecuado. Estamos a tiempo de pedir que todos los 
damnificados hagan la denuncia. Es más: no sabemos si la información de algunos que se anotaron en 
dependencias del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca ha llegado a la JUNAGRA. En el día de ayer 
unos productores me decían que se habían anotado en dependencias del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca pensando que se trataba del organismo idóneo, pero no sabemos si estas denuncias llegaron a la 


JUNAGRA. Mañana puede haber un aplazamiento de los vencimientos de los aportes al BPS o de los pagos a 
UTE y los productores pueden utilizar ese dinero para comprar el "nylon". No podemos prejuzgar de 
antemano porque las cosas tienen un principio. Las entidades agropecuarias están para proteger y defender 
los intereses de los productores y la mejor forma de hacerlo es relevar los daños producidos por el temporal, 
independientemente de que se logre una indemnización. Es cierto que estamos en crisis, pero peor fue la del 
año 2002 y, a pesar de ello, se indemnizó a mucha gente que estaba en mejor situación. Esto es lo que no 
entiendo. El tema es que la presión no la están ejerciendo los grandes productores, como en aquel momento. 
Este temporal no afectó a ningún fruticultor, vitivinicultor o viticultor sino a los más pequeños de la escala 
productiva de los departamentos cercanos a la capital. 


El temporal dañó mayormente el "nylon" de los invernáculos. Los que más daños sufrieron fueron los 
construidos en madera tratada. El Banco no prevé estas cosas. El tema de los seguros daría para hablar mucho 
porque no están adaptados a la realidad, que es mucho más compleja. El Banco toma como perecedero un 
invernáculo de tres años, cuando la madera tratada tiene una garantía de veinte a veinticinco años. Podría 
mostrar en varios puntos del departamento cómo volaron algunos invernáculos elaborados con madera 
tratada. Esa es una realidad. Sin embargo, cuando el invernáculo tiene tres años, el Banco hace una 
depreciación importante. Lo más caro hoy por hoy no es la madera sino el "nylon". 


Las autoridades de Promoción Agraria, dependiente de la Intendencia Municipal de Canelones, antes de hacer 
un relevamiento dijeron públicamente que no tenían materiales y que era muy difícil dar apoyo. Creo que 
faltó coordinación y un relevamiento de los daños. Si lo hubo, fue parcial ya que se tomó como base la 
credibilidad de un técnico que fue a la zona e hizo una estimación, pero que no fue predio por predio para dar 
una mano a los damnificados. 


Me gustaría saber por qué se tomaron tales medidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la intervención del señor Diputado Charamelo; creo que vuelca 
importantes elementos de debate interno de esta Comisión asesora y temas específicos por los cuales 
estamos siendo informados en este momento. 


SEÑOR ESPINOSA.- Agradecemos que la Mesa nos permita hacer algunas reflexiones a pesar de no 
integrar esta Comisión. 


Queremos saludar al ingeniero Aldabe, quien ha hecho un análisis muy preciso de la situación de los 
departamentos afectados por el temporal del 23 de agosto, fundamentalmente en el departamento de 
Canelones, que es lo que nos toca directamente. 


Con el mayor de los respetos quiero decir que estamos en un grave problema. No voy a reiterar los conceptos 
que ya ha volcado el señor Diputado Charamelo, pero según se desprende de sus propias cifras, si uno 
empieza a hacer los cálculos ve que sobre la superficie de 88 hectáreas de invernáculos que existen en el sur, 
tendríamos 53 hectáreas de invernáculos afectados por el temporal. Es una cantidad muy importante para 
nuestro pequeño departamento y de esas hectáreas 32 estarían sin seguro. 


Estamos hablando por encima de los temas técnicos, de los temas de aseguradoras, de los debates futuros, 
próximos. Estamos hablando de una realidad social muy importante, de productores de muy escasos recursos 
que se han sentido desprotegidos por la falta de coordinación, de asistencia. Yo, por distintas razones, 
posiblemente sea crítico de algunas actuaciones de la Intendencia Municipal de Canelones, pero creo que en 
este caso puntual tendió un puente de comunicación para tratar, en primera instancia, de recorrer el 
departamento con sus técnicos para conocer y estar al lado de la gente, de ese productor que se sentía 
desprotegido porque no podía ir a tocar la puerta del Banco de Seguros, no sabía qué estaba determinando 
JUNAGRA y tenía un Ministerio que quedaba lejos, cuando muchas veces no hay dinero para el boleto. 


El ingeniero Aldabe lo acaba de decir bien: la JUNAGRA tomó la decisión de recibir las denuncias de los 
productores. Pero acá encuentro un contrasentido. ¿Para qué recibir denuncias si ya sabíamos que la decisión 
era no indemnizar, no colaborar? Creo que por encima de todo la JUNAGRA todavía tiene a su alcance 
posibilidades reales de colaborar, de coordinar en la interna del Ministerio porque -apuntando a lo que dice el 
señor Diputado Charamelo- no es tanto, no es demasiado. El país se ha visto envuelto en dificultades y en 
crisis, climáticas o no, mucho más importantes. Canelones las ha sufrido todas: la aftosa, el tornado en 


Migues, la turbonada del 10 de marzo que recuerdo afectó veintiocho mil propiedades entre galpones, casas 
particulares, chacras, ranchos; no dejó nada en pie, volteó todo, pero se actuó con inteligencia: la sociedad 
civil, ONG, Gobiernos Municipales, organismos públicos, Ministerios y Entes se unieron entre todos ante 
esta situación para ayudar en lo inmediato, en las primeras horas.s 


A mí me da la sensación, reitero -no lo quiero introducir como un debate-, de que ya ha pasado mucho tiempo 
desde el 23 de agosto hasta ahora, y la picardía criolla no me garantiza que si salimos hoy a determinar algún 
tipo de asistencia no haya algún paisano que se recueste sobre un invernáculo con su vida útil cumplida y 
diga que se cayó. Por eso es tarde y por eso destaco la importancia del relevamiento en tiempo y forma. Yo 
confío en la buena fe de nuestros paisanos y en la capacidad técnica de la JUNAGRA y sus funcionarios y 
por eso no quisiera que esto quedara como una simple crítica sino como una observación. Estoy convencido 
de que la JUNAGRA, con el excelente "staff" de funcionarios que tiene, va a poder revertir esta situación si 
entre todos encontramos los canales correspondientes. 


SEÑOR GUARINO.- ¿Cómo podemos definir el fenómeno climático de 2002 y este que pasó ahora? 
Aparentemente hay diferencias sustanciales, aunque en determinado momento aquí hablamos como si 
hubiera pasado lo mismo. Por supuesto, para el que sufrió el daño es lo mismo, pero ¿qué apreciación 
tiene la JUNAGRA de la magnitud de estos fenómenos desde el punto de vista climático y técnico? 


SEÑOR MACHADO.- Mi pregunta es muy concreta porque ya han hablado "in extenso" los 
compañeros que me han precedido en el uso de la palabra. La decisión que tomó la JUNAGRA de no 
hacer el relevamiento, ¿está vinculada con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca? ¿Recibió de dicho Ministerio alguna directiva concreta sobre este punto? Me 
llama poderosamente la atención que a una organización que tiene en su seno un fuerte componente de 
organizaciones de productores que vivieron en carne propia todo el fenómeno del año 2002 eso no le 
haya servido como una fuerte enseñanza para poder valorar la importancia de un rápido relevamiento 
de los daños en situaciones como esta. 


SEÑOR TOLEDO.- ¿Ha habido reclamos de organizaciones de productores ante la JUNAGRA? 


SEÑOR ALDABE.- El señor Diputado Espinosa dio la cifra de predios afectados. Si tenemos en cuenta 
el monto que destinó la sociedad en su conjunto y el monto de las pérdidas, vemos que estamos 
demasiado lejos. Allí es donde arranco haciendo una precisión con respecto a la última pregunta sobre 
organizaciones. La Junta Nacional de la Granja es una Junta público privada que tiene representantes 
del Poder Ejecutivo, OPP, Banco República, Ministerio de Economía y Finanzas, Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y de cuatro organizaciones gremiales de productores, que son la 
Comisión Nacional de Fomento Rural, la Cooperativa Agraria Federada, la Confederación Granjera y 
la Asociación de Productores Agrícolas de Canelones, aparte de la Cámara de Industrias. Ellos 
vivieron aquella época -me consta porque los representantes de los productores en la Junta son los 
mismos que entonces- y estuvieron peleando por la reivindicación de la indemnización de 2002. 
Entiendo que hubo un largo debate sobre los destinos de la ley y creo que todos aprendimos algo. Con 
esa Junta discutimos esta temática y con esa Junta trabajamos en estos temas. Hicimos consultas al día 
siguiente, miércoles de mañana, volvimos a conversar ese viernes informalmente y nos reunimos el 
lunes como todos los lunes. Todas las medidas y decisiones respecto al accionar de este temporal han 
salido de la Junta Nacional de la Granja, no del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Del 
Ministerio, trabajando en forma conjunta con la Junta, salieron las políticas para la granja. 


Dentro de las políticas para la granja, que hacemos nuestras, se encuentra el seguro, no la indemnización. En 
la Ley N* 17.503 -que luego fue sustituida por la Ley_N* 17.844 -se votó la creación de un Fondo de 
Emergencia -que se sacó en la siguiente ley- y en el decreto reglamentario se estableció que estaría destinado 
a cubrir lo que el seguro no cubriera, pero de los productores asegurados. ¿Por qué? Porque el Estado, la ley 
y la sociedad apostaban a que el subsidio a las primas, que en aquella época era de cierta cantidad y que en la 
siguiente ley pasó a ser no menos de 35%, aliviara el pago de todos los productores para poder poner en 
funcionamiento una herramienta, que sin ser mágica, es necesaria para toda la agricultura, porque es la única 
manera de transformar la incertidumbre climática -así lo demuestran todos los países- en un riesgo 
económicamente dominable por el productor. 


Entonces, en ese marco y en esa definición de políticas de parte del Ministerio pensamos que no cabe la 
indemnización. Creemos que hay generar los fondos de catástrofe y los fondos de emergencia, pero somos 
conscientes de que hay que elaborar una política de seguros. Todos los años, con los fondos que se generaban 
a través de esta ley, el Ministerio realizaba convenios con el Banco de Seguros del Estado; este año pasó lo 
mismo, pero con la única diferencia de que los convenios no tienen fecha de vencimiento y de que se 
incorporó una comisión bipartita para que trabaje permanentemente en la mejora del seguro incorporando 
nuevos eventos climáticos. Estas nuevas incorporaciones se podrán hacer en el momento en que se acuerde 
entre ambas partes. 


En esta respuesta desordenada quiero decir que, más allá de los daños y los volúmenes, nosotros tuvimos la 
misma actitud con 88 pequeños productores de Salto, que en octubre de 2004 tuvieron un problema con los 
"nylon" de los invernáculos y no pudieron conseguir recursos a través de créditos. Por otra parte, nosotros no 
los auxiliamos con una indemnización ni con ninguna otra herramienta. 


En abril recibimos a doce productores de Cerro Largo que nos vinieron a plantear el mismo reclamo porque 
habían sufrido una turbonada, y nosotros les manifestamos el mismo tema. 


Algo similar ocurrió en Salto cuando fuimos a conversar y explicar a los productores que la herramienta está 
en trabajar para que se amplíe la base del seguro, porque es la única manera de abaratar el reaseguro que 
tiene el Banco de Seguros del Estado y los costos que este pueda tener. 


Sabemos que el seguro actualmente permite seguir trabajando porque a ningún productor le paga el lucro 
cesante. También sabemos que en estas etapas seguir trabajando es importante. 


Reitero que nosotros trabajamos desde muchos ámbitos en una Junta Nacional de la Granja que ha sido 
atípica -esto lo han manifestado los propios productores- por cuanto el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca le ha otorgado protagonismo, autonomía técnica en las definiciones e importancia relevante en las 
sugerencias de políticas granjeras. 


Sabemos que en la granja hay un problema estructural y que en algunas zonas del noreste de Canelones la 
tecnología del "nylon" se ha utilizado como una forma de agrandar las chacras, y de generar más ingresos 
con la misma cantidad de tierra. Pero el "nylon" es muy sensible a los cambios climáticos y precisa una 
capacidad de repago y de economía muy grandes como para disponer en el momento en que se presentan los 
desastres climáticos. 


En los últimos quince años he visto que se ha venido en un proceso de concentración de grandes superficies 
en "nylon" -se terminó el quincho y empezó el "nylon"-, y de deterioro del productor más chico porque, por 
ejemplo, si tenía una superficie cubierta de mil metros cuadrados, luego del primer temporal le quedaba en 
ochocientos, y así sucesivamente hacia abajo, porque no hay capacidad real de recuperación si no es a través 
de la ayuda de las Intendencias, Uruguay Rural o el propio Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


La Junta Nacional de la Granja, en su discusión sobre políticas, plantea que para levantar los problemas 
estructurales y que los productores sean sostenibles económicamente con recursos naturales sustentables, se 
necesita revertir los sistemas de extensión, la transferencia de tecnología -se necesita investigar hacia la 
producción familiar o de pequeños productores, como se quiera llamar- y realizar políticas diferenciadas. 


Quizás no todos los señores Diputados conozcan las cifras: si hablamos de papa o de frutales de hoja caduca 
hay que tener en cuenta que el 20% de los productores producen el 80% del total. 


Esto significa que el 80% de los productores, económicamente hablando, están colgados de un alambre 
porque hoy puede ser el viento en el invernáculo, pero mañana puede ser la granizada en la fruta o el precio 
de la manzana. Hay que redimensionar la estructura de tenencia de tierra y discutir entre todo el sector -lo 
estamos haciendo en la Junta-, por ejemplo las políticas de frutales de hoja caduca, qué vamos a hacer con las 
manzanas que hoy están en las cámaras de frío y cuyo costo de mantenimiento en las cámaras por un mes ya 
habrá superado el precio de mercado -se las "come" el frío- al que la mayoría de los productores están 
vendiendo. 


Esto es una cadena: tenemos un temporal, luego la indemnización y el precio del seguro se ve afectado 
porque no hay rentabilidad, reitero que por problemas estructurales. Si comenzamos a analizar la superficie 


que tiene cada productor, veremos que todas son escasas para la explotación que realizan. 


Nosotros, en la Junta Nacional de la Granja, creemos que este es un camino lento, y no queremos tapar nada, 
porque no se trata de justificar una cosa con otra. Para que no existan determinados problemas, de lo que se 
trata es de tomar otro camino. Y eso lo entiendo porque yo soy productor. Yo soy productor y le planteé a la 
gente de Salto. Yo sé que no se les puede dar otra alternativa; si yo pudiera les daría el "nylon", porque no 
puedo decirles: "Espérenme que voy a generar políticas para que hasta equis cantidad de tiempo puedan 
alimentar a sus familias", porque me van a responder que para esa época ya van a estar en el pueblo. La 
mayoría de los productores -en este caso, como también en Salto- no tienen indemnización en ninguna 
ventanilla de crédito porque les falta el BPS o tienen una deuda atrasada, inclusive con el Banco de la 
República. Esa es la realidad. 


SEÑOR CHARAMELO.- Sé que se trata de un problema de rentabilidad; es como tener una frazada 
corta, que al taparse la cabeza se destapan los pies. Eso lo tenemos claro, pero tenemos un problema 
real y es que no hay plata. 


Tenemos un Ministerio de Desarrollo Social que piensa invertir US$ 200:000.000. Hay un estudio que 
demuestra que cuesta catorce veces más mantener a cada persona que se va del campo a la ciudad. 


Estos productores que en la escala productiva son los de menores recursos -como bien decía el ingeniero 
Aldabe-, los que tienen menos extensión y tuvieron que optar por los invernáculos. La realidad es que a veces 
tienen que optar entre pagar un seguro -como les ocurrió a muchos- o guardar la plata para producir. Acá 
nadie está planteando el tema de subsidiar; estamos planteando dar una ayuda para que el productor se pueda 
rearmar. ¿No será más fácil desviar un poco de esa plata que tenemos destinada para el Ministerio de 
Desarrollo Social -que con el respeto que me merecen, muchos la merecerán y otros quizá no tanto- y apuntar 
al país productivo del que tanto hemos hablado todos los partidos para que el campo no se siga despoblando? 
En definitiva, esa plata se la van a devolver. Los productores que piden US$ 500, US$ 1.000 o US$ 2.000 son 
los que van a pagar. En el Uruguay tenemos un problema y es que metemos a todos los productores en la 
misma bolsa y en realidad los que no han pagado son los que han pedido US$ 150.000, US$ 200.000 o 

US$ 500.000. Los que piden US$ 1.000 para construir un invernáculo o para comprar un buey, como es el 
caso de la mayoría de los afectados, son los que pagan. Entonces, ¿no hay plata? Hay plata depositada en el 
exterior. ¿De cuánto estamos hablando? Estamos hablando de aproximadamente US$ 1:000.000. Después 
vamos a tratar por qué el tema de la eliminación del subsidio a la actividad forestal es importante. Eso no va a 
servir para ahora pero sí para que ese US$ 1:000.000 que se elimina de un lado pase al Fondo de Fomento y 
Reconstrucción para bajar las pólizas. Es cierto que las pólizas bajaron pero no lo suficiente. La mayoría de 
las chacras no tiene la suficiente rentabilidad para poder hacer frente a los seguros, porque son tomadoras de 
precios del mercado interno. Esto está demostrado. Todos los productores saben que puede venir una 
catástrofe climática pero optan. 


Una productora cuyos invernáculos fueron hechos por la gente de Uruguay Rural -estamos hablando de los 
grupos productores de más abajo- tuvo que suprimir en diciembre los seguros, porque tuvo que optar entre 
pagar el seguro o comprar la semilla para producir y se quedó sin nada. Ella decía que sabía que estaba 
corriendo el riesgo pero ¿qué hacía, pagaba el seguro o producía? Los números dan o no; la luz hay que 
pagarla, hay que tener sistemas de riego para producir, hay que tener semillas y los fertilizantes se venden en 
dólares. Esa es la realidad de los de más abajo. 


No es excusa no tener dinero, porque no estamos hablando de cifras millonarias. Estamos hablando de un 
adelanto que lo puede utilizar el que quiera y sirve para que se adelante un dinero y en un plazo, por ejemplo 
de seis o siete meses -esto sería lo ideal-, el productor se comprometa al reintegro. No es una locura; 
simplemente hay que dar la posibilidad al productor de que obtenga un crédito blando. 


Estamos hablando del país productivo. Puede pasar que dentro de dos años -como va a suceder- tengamos 
que pedir que se vote nuevamente una prórroga para los que cobran el ingreso ciudadano del Ministerio de 
Desarrollo Social, mientras muchos se siguen yendo del campo. Hay un estudio que demuestra que ocho 
personas por día se van del campo. Esto lo saben los productores y los Diputados del interior. Algunos de 
ellos se irán por irresponsabilidad, pero muchos porque la rentabilidad no da. Y los que quedan en el campo 
son los viejos. 


Este es un tema sensible y a mí no me sirve la excusa de que no hay plata. Plata hay, el tema es ordenarla y 
saber cuál es la prioridad. Y la prioridad es el país productivo, que es el que genera trabajo, sino va a llegar 
un momento en que no va a haber de dónde sacar. 


SEÑOR MACHADO.- Quien habla votó la ley de IVA a frutas, verduras y flores. Reitero: quien habla 
votó la ley de IVA a frutas, verduras y flores importadas en el momento más difícil de la historia 
económica del país, como sin duda fue el año 2002. Verdaderamente, encarar un nuevo impuesto ¡vaya 
si nos mereció críticas desde todos los ángulos! Pero tomamos esa decisión porque realmente creímos 
que era justa para un sector duramente golpeado como sin duda fue el de los productores de Canelones 
y de otras zonas. 


Comparto plenamente la filosofía y la política de instrumentar seguros como un insumo más de la producción 
agropecuaria, más cuando estamos hablando de grandes inversiones en pocos metros y cuando de ello 
depende el ingreso familiar. Pero los que conocemos muy de cerca la filosofía y la idiosincrasia del productor 
uruguayo sabemos que esto no se impone de un día para otro o de un año para otro, sino que esto es un 
proceso. Debemos internalizar ese concepto: es un proceso. 


Cuando fundamentamos el voto y hablamos de los subsidios a las pólizas de seguros, sabíamos perfectamente 
que el cien por ciento de los productores no iba a asegurar su producción y que mañana tendríamos 
problemas. Los números que ha manifestado el ingeniero Aldabe corroboran lo antedicho. El 25% de los 
productores uruguayos está asegurado y aproximadamente el 50% los del sur. Los productores del sur fueron 
duramente golpeados por los efectos climáticos adversos, a lo largo de su historia. 


Quiero hacer una reflexión positiva. No comprendo la decisión del Poder Ejecutivo y de los organismos que 
tienen que ver directamente con este tema de no hacer, por lo menos, una evaluación objetiva y real de los 
daños, aunque sirvan únicamente para quedar en la estadística. Pero si no es así, y nosotros, los uruguayos, 
que somos un pueblo solidario, logramos consolidar una ayuda, por lo menos vamos a estar ayudando a 
quienes realmente han sido duramente golpeados por este evento. Esos elementos hoy no los tenemos. 


Con esto quiero decir dos cosas. En primer lugar, apoyo plenamente el tema de la filosofía de los seguros 
reconociendo que es un proceso de largo aliento. Ojalá algún día podamos atender a todos los productores de 
producciones intensivas, en la que la inversión se juega a pocos metros -como es el caso de los productores 
que trabajan en cobertura-, totalmente asegurados. 


Vamos a demorar mucho tiempo; en consecuencia, tenemos que estar preparados y contar con los elementos 
para instrumentar la ayuda y la solidaridad que podamos conseguir para que el aparato productivo de 
Canelones, de San José, de Río Negro, de Treinta y Tres, pueda seguir caminando, en vez de pensar en 
medidas tan duras como ayudar a los que están asegurados y no a quienes no lo están. 


En su momento tomamos la decisión de votar medidas que aparecían como impopulares y a contrapelo en 
circunstancias críticas como las del año 2002. Ahora, cuando el país viene en franca recuperación, al pensar 
en solidaridad, en apoyo al aparato productivo golpeado otra vez -el aparato productivo ha recibido una 
sumatoria de golpes, fundamentalmente el de Canelones-, es importante tener en cuenta los elementos y 
aportes objetivos para instrumentar esa ayuda puesto que después el productor la devuelve. Cabe destacar que 
el productor uruguayo, mayoritariamente, honra sus compromisos; es un productor que siempre ha pagado 
sus deudas, y las cifras que se manejan en el BROU avalan lo que estoy diciendo. 


Un Gobierno que piensa y que permanentemente ha estado hablando del aparato productivo en esta situación 
ha estado omiso, y queremos marcarlo con claridad. 


SEÑOR CASAS.- Se cursó una amplia invitación al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca -tal 
como lo manifestamos en la Comisión- debido a que el temporal afectó distintos rubros y diferentes 
departamentos. Hoy notamos con sorpresa que el ingeniero Aldabe está representando a la JUNAGRA 
y que prácticamente hemos hablado toda la tarde acerca del departamento de Canelones. 


Entonces, lo primero que tenemos que plantearnos es si él está facultado por esa Cartera para hablar de los 
daños sufridos por el resto del país como, por ejemplo, en los tambos, en los lugares donde hubo 
interrupciones de energía eléctrica; también podemos hablar de la pérdida de leche en la zona sur. Si no es 


así, lamentablemente, tendré que decir que para el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca el resto del 
país no existe. Me costaría creer esto. Pienso que hubo desinformación y que tenemos que solucionar el 
problema inmediatamente. Se ha dejado a importantes zonas del país sin la información debida. Nosotros, en 
el departamento de San José, hemos visto "in situ" el derrumbe de galpones enteros, con detrimento de todo 
lo que tenían adentro, el derrumbe de instalaciones de tambos enteros, zonas con interrupción de energía 
eléctrica. Tenemos que reparar esto y hablar con las autoridades del citado Ministerio. 


No creo que haya mala voluntad; hace pocas horas tuvimos una intervención en la Dirección General de los 
Servicios Ganaderos porque vencía el plazo de vacunación contra la brucelosis en San José; como podrán ver 
hemos sido muy cascoteados. Nos reunimos con el doctor Mussio, quien entendió que se debía extender el 
plazo de vacunación por treinta días más, lo cual es positivo y queremos que quede constancia en la versión 
taquigráfica. No obstante, nos llama poderosamente la atención que dicho Ministerio -pido disculpas al 
ingeniero agrónomo Aldabe, quien ha tratado de llevar adelante lo que le corresponde- no brinde una 
importante información. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PEREYRA.- No pensaba intervenir porque partí de la base de que el mecanismo de 
funcionamiento de la Comisión sería el de hacer consultas a quien está invitado en la tarde de hoy. Se 
trata de plantear dudas, de aclarar que se está haciendo con respecto a los daños causados por el 
temporal del 23 de agosto 


El ingeniero Aldabe fue muy claro en la última intervención, pues más allá de especificar qué se plantea 
ahora, en minutos determinó cuales son las políticas que se están redefiniendo en el marco de la JUNAGRA 
con respecto a líneas estratégicas para aplicar en el sector granjero. 


Es importante que hayamos recibido esta información. No obstante, pedí el uso de la palabra para referirme a 
algunos conceptos vertidos. La Comisión está para analizar esos temas pero creo que se debe generar una 
instancia de discusión en su momento, no ahora. No acepto que se diga que desde el Ministerio nos están 
indicando políticas en función del lineamiento de un país productivo, o que no ha habido voluntad para 
enfrentar estos problemas de origen climático. Puedo desarrollar con detalles cuál fue la intervención del 
Ministerio en una zona muy compleja como es el departamento donde vivimos a raíz de las inundaciones 
producidas en el último temporal que ocurrió en el mes de mayo. 


Otro elemento importante a analizar es el nuevo mecanismo que instrumentó el Ministerio ante la lentitud de 
las estructuras del Estado, frente a la imposibilidad de contar con mecanismos ágiles para actuar en una 
emergencia. Me refiero concretamente a cómo se actúa con las asociaciones de productores. En este caso se 
instrumentó algo así y obviarlo es no reconocer algunas cuestiones que se han hecho. 


SEÑOR MACHADO.- Este no es el momento para pasarnos facturas entre nosotros, en particular 
teniendo en cuenta que está presente un invitado. 


SEÑOR PEREYRA.- Precisamente por ese motivo intervine. 


SEÑOR MACHADO.- Lo que nosotros dijimos con respecto al asunto que estamos tratando es 
absolutamente pertinente. Dimos nuestra opinión porque estamos en un ámbito político. Creo que no 
corresponde lo que señala el señor Diputado puesto que nosotros hemos tenido una posición 
absolutamente respetuosa para con las acciones del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
Nuestro departamento y todos los del noreste del país fueron duramente afectados por una tremenda 
sequía y cuando nosotros hablamos con todo respeto con el Ministro, él reconoció su falta. Él empeñó 
su palabra frente a las gremiales de productores, pero no cumplió con los plazos y nosotros no dijimos 
nada porque reconocíamos los problemas que había. Pero no podemos aceptar que se hable de 
prontitud y de cumplimiento de plazos. 


Ahora estamos frente a otro problema; estamos ante una situación reconocida con relación a Canelones, que 
se ha vivido permanentemente como un golpeteo de martillo. Verdaderamente, sentimos -lo decimos con 
absoluta sinceridad- que aquí se ha sido omiso. Deberíamos, por lo menos, tener toda la información arriba 


de la mesa para poder operar en consecuencia. Si la decisión del Gobierno es no tomar absolutamente 
ninguna medida, es su responsabilidad. Pero no tenemos la información mínima y objetiva como para tomar 
una decisión. Lo decimos con todo respeto. 


Cuando sucedió el temporal del año 2002 vivimos situaciones justas y otras no tanto. Tenemos la posibilidad 
de actuar con justicia frente a un evento de estas características. Solo requerimos del Poder Ejecutivo 
directivas claras y concretas para hacernos de la información; luego, el sistema político resolverá. 


SEÑOR PATRONE.- En las Comisiones siempre hay una delgada línea entre lo que es un tema de 
discusión política y lo que debemos hacer cuando tenemos un invitado, a quien solicitamos información 
para que nos dé los insumos necesarios; después, la discusión política se realizará en el interior de la 
Comisión. 


Podrían ser absolutamente pertinentes las interrogantes planteadas por el señor Diputado Charamelo -no me 
refiero a sus discrepancias- acerca de por qué no hubo un llamado a la JUNAGRA o por qué no hay 
indemnizaciones. Comprendo ese tipo de preguntas y podría hasta compartirlas si no tuviese la información. 
Pero si al mismo tiempo empezamos a hacer valoraciones acerca de una situación idílica que vivió el país 
hasta el 1” de marzo y se nos plantean situaciones de bonanza, espectacularidad en las respuestas, eficiencia, 
etcétera... 


SEÑOR MACHADO.- ¡Aquí nadie dijo eso! 
SEÑOR PATRONE.- Más allá de que se haya dicho o no, estoy planteando una situación. 


Se trata de valoraciones políticas que el invitado no puede discutir. Sería de muy mal tono que un invitado, 
frente a determinadas comparaciones con el pasado, se pusiera a discutir algo que viene a demostrar o no 
técnicamente y a brindar o no sus respuestas -de acuerdo con el leal saber y entender de cada uno de los 
señores Diputados presentes- de lo que entiende que son los actos o acciones que se llevan adelante. Por eso 
digo que esta es una delgada línea y debemos tener mucha mesura, cautela y ponderación para no traspasar 
los límites. Muchas veces, sin darnos cuenta, incurrimos en valoraciones políticas -puedo estar haciéndolo yo 
en este momento- que son altamente inconvenientes para desarrollar delante del invitado. 


Debemos tener mucho cuidado con este tipo de cosas y circunscribirnos al objeto de la visita que es 
preguntar, que nos respondan y luego dar la discusión política en el ámbito que corresponda, ya sea en esta 
Comisión o en el plenario. 


SEÑOR PEREYRA.- Reafirmo lo dicho por el señor Diputado Patrone y ese fue el espíritu de nuestro 
planteo. En realidad, queremos que el invitado conteste nuestras preguntas. Como aquí se hicieron 
afirmaciones en el sentido de que no se estaba caminando hacia un país productivo, nos vimos en la 
necesidad de hacer estos planteos. No tenemos ánimo de agredir a nadie. Entendemos que la Comisión 
debe generar un espacio para discutir estos temas. Obviamente, podremos tener visiones diferentes, 
pero ahora debemos aprovechar el tiempo para continuar escuchando al ingeniero agrónomo Aldabe. 


SEÑOR GUARINO.- Creo que el ingeniero agrónomo Aldabe hizo aportes importantes y dejó clara la 
actuación de la JUNAGRA. 


Creo que la diferencia sustancial con el evento de 2002 -no quiero entrar en discusiones- es que venían al 
Parlamento a reclamar las gremiales y fundamentalmente los productores. Si bien nosotros representamos a 
la gente y debemos tener sensibilidad para recoger los planteos -podemos decirlo porque nos tocó actuar 
durante mucho tiempo en la oposición y hasta a veces en forma desmedida pescábamos las inquietudes de la 
gente para ver cómo las amplificábamos-, con el tiempo hemos aprendido que cuando las cosas no son 
realmente sentidas desde abajo, no le hace bien al sistema político, al político ni al dirigente en su localidad 
amplificar problemas que no existen. No digo que aquí no existan problemas. El ingeniero agrónomo Aldabe 
los ha comentado y están registrados en la JUNAGRA. De todos modos no hay una demanda sostenida ni 
permanente. Eso me hace pensar -por lo menos a quienes no lo vivimos de manera directa- que la magnitud 
del fenómeno es muy diferente. Por lo tanto, el nivel de respuesta del organismo -que está integrado por el 


Gobierno, los técnicos y las gremiales- debe ser otro. Me da la impresión de que se quiere amplificar el 
problema más allá de la real magnitud que tuvo. 


Como muy bien dijo el señor Diputado Patrone, no corresponde discutir sobre las apreciaciones de opinión 
política. De todos modos, aquí se habló de omisiones y de ausencia de políticas; son temas discutibles pero 
no se nos puede decir que nosotros los introdujimos para debatirlos políticamente en la Comisión. En todo 
caso estamos respondiendo opiniones muy definidas. Habrá que buscar el lugar adecuado para discutir este 
asunto. 


SEÑOR MACHADO.- Yo pregunté al ingeniero agrónomo Aldabe si había habido alguna directiva o 
discusión concreta de parte de la JUNAGRA para hacer un relevamiento, o si se recibió de parte del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca una directiva en tal sentido. Extraje de sus palabras una 
respuesta negativa. No sé si es equivocada mi apreciación. 


SEÑOR ALDABE.- No hubo ninguna directiva. La Junta en pleno tomó esa decisión, y el Ministerio la 
respeta. 


SEÑOR MACHADO.- Entonces, saco una conclusión personal y sé que algún señor Diputado se 
molesta porque digo que hay una omisión. Expreso esto en sentido práctico y de justicia, para que 
mañana nadie se suba al carro si hay una situación de salvaguardia de determinadas situaciones. 
Concluyo esto de las respuestas brindadas por el ingeniero agrónomo Aldabe. No quiero debatir 
porque ya lo hicimos ampliamente en el año 2002. Simplemente, digo que he recibido planteamientos 
en este sentido de productores de Canelones, a pesar de no estar vinculado con ese departamento. No sé 
si otros Diputados los han recibido; yo sí, me hago eco de ellos y los trasmito a la Comisión. 


SEÑOR CHARAMELO.- Se ha dicho que los productores no han reclamado. En este sentido, sostengo 
lo que dije al principio: acá, si no vuelan las vacas o no están los grandes, no hay presión; esta es una 
realidad. En la noche de ayer, en una reunión celebrada en la ciudad de Las Piedras, en la que 
participaron los señores Touron y Fernando López así como una buena cantidad de productores, hubo 
reclamos. Tal vez, lo que sucede es que entre los productores granjeros, los chacreros, son los menos 
representados en las confederaciones o que quienes los representan no actúan en consecuencia a pesar 
de que el reclamo está latente. 


No estoy reclamando por mí; estoy reclamando en virtud de lo que surge de las reuniones. A lo mejor, lo que 
faltó fue difusión, es decir que la gente supiera que podía reclamar y que hay alguien que la está apoyando. 
La función de un chacrero es producir. Si las entidades que agrupan a los productores no dan la directiva de 
anotarse para hacer un relevamiento, es muy difícil que el productor lo haga. Si la Junta Nacional de la 
Granja no pide que el productor haga la denuncia para hacer un relevamiento ¿cómo el productor va a hacer 
el reclamo? Esa es una realidad. 


Entonces, con todo el respeto que me merece el ingeniero agrónomo Aldabe, pregunto si considera que se ha 
hecho lo que se debe. Más allá del tema político, ¿considera que se ha actuado como se debía, comparando 
con otras ocasiones? 


SEÑOR CASAS.- Voy a repetir las preguntas que formulé. 


El ingeniero agrónomo Aldabe ha sido claro en lo que tiene que ver con la granja. Supuestamente, los 
productores granjeros del departamento de San José van a conocer sus respuestas a través de la versión 
taquigráfica. 


Una de las preguntas que hacíamos era si también tenía potestad de hablar de otros productores como, por 
ejemplo, los lecheros y agrícolas que habían sido afectados en otras zonas del país. 


Al igual que el señor Diputado Machado, hemos recibido reclamos de productores de Canelones con respecto 
a la asistencia por parte del Banco de la República. En este sentido, pregunto si el ingeniero agrónomo 
Aldabe sabe si el Banco de la República ha tenido alguna línea de asistencia para los productores afectados. 


SEÑOR ALDABE.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Casas, digo que no tengo potestad 
para hablar sobre el tema lechero, porque no lo conozco. Imagino que en los galpones cercanos a la 
costa, la energía eléctrica es vital para los tanques de frío. 


En cuanto al Banco de la República, no sacó ninguna línea de crédito a raíz de este temporal. Recordemos 
que no tiene líneas de créditos más allá de las que tiene de acuerdo con la categoría de cliente. 


Con relación a la pregunta del señor Diputado Charamelo, creo que la JUNAGRA tomó la decisión correcta. 
Debo decir que esta decisión no la tomé yo solo sino en consulta con las organizaciones de productores. 
Todos sabemos la representación que tienen organizaciones como la Comisión Nacional, la Confederación 
Granjera del Uruguay, las Cooperativas Agrarias Federadas y la Asociación de Productores Agrícolas de 
Canelones. Precisamente, en este sentido los productores de Salto nos tiran piedras porque dicen que el sur 
está más representado que el norte. Creo que las organizaciones de productores con gusto vendrían a la 
Comisión a demostrar su representatividad. Este aspecto lo exigí desde el primer día que asumí el cargo en la 
Junta. En ese momento, planteé que la Junta me servía si cuando acordaba lo hacía con la gran mayoría 
porque, de lo contrario, no me servía; si no hay representatividad, para que pasen cosas como esta, no me 
sirve. A modo de ejemplo, voy a citar una sola cifra. En una encuesta correspondiente a 2003 y 2004 hecha 
chacra por chacra, en invernáculo, se registró a 392 productores. Actualmente, tenemos declaración de daño 
de 349 productores. Es cierto que como ocurrió en 2002 va a haber productores que van a hacer juicio porque 
no entraron -hasta el día de hoy lo están haciendo- pero, en términos generales, estamos hablando del 90% de 
los productores. 


SEÑOR CHARAMELO.- Me han informado que la JUNAGRA dio una directiva al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca para que hiciera gestiones ante el Banco de Previsión Social y los 
organismos involucrados como, por ejemplo, UTE, y no ha recibido respuesta. Por eso hice referencia a 
la omisión en la respuesta. 


SEÑOR ALDABE.- El Ministerio está haciendo las gestiones. El tema es que el Banco de Previsión 
Social tiene potestad para prorrogar los pagos de este cuatrimestre hasta el último día de setiembre; 
para que la prórroga sea más larga, debe existir una ley. Por este motivo, la Junta solicitó a las 
autoridades del Ministerio que comenzaran a hacer las gestiones correspondientes ante UTE, ANTEL y 
BPS. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del ingeniero agrónomo Aldabe y las explicaciones 
brindadas. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


